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			Sinopsis

		

		
			Tras décadas de estabilidad democrática, se están produciendo señales de alarma cuyo ruido cada vez es más ensordecedor. El descontento generalizado provocado por las altas desigualdades sociales, el encarecimiento de la vida o la crispación política se dirigen, cada vez más, hacia el cuestionamiento de los principios democráticos. La presencia de grupos y partidos políticos ultraconservadores cuya finalidad es sacudir los cimientos del consenso es ya una realidad preocupante en cualquier país occidental. Y España no es ajena a esta deriva autoritaria internacional.

			Con una gran capacidad comunicativa y un atento rigor analítico, Joaquim Bosch nos muestra cuales son los peligros, las dinámicas y los intereses de estos grupos. Desde una firme defensa y reivindicación de los principios democráticos, el autor de La patria en la cartera pone encima de la mesa la necesidad de pensar las carencias para dar con los instrumentos adecuados que nos permitan crecer en calidad democrática.

		

	
		
			Jaque a la democracia

			España ante la amenaza de la deriva autoritaria mundial

			Joaquim Bosch
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			La democracia y sus enemigos

			
LAS DUDAS SOBRE EL FUTURO DE LA DEMOCRACIA


			Una deriva autoritaria está recorriendo el mundo democrático, en una especie de marcha que puede ser triunfal. Como sucede con cualquier amenaza, surge el interrogante de por dónde puede llegar el peligro. La respuesta no es sencilla, porque la involución no se está desarrollando del mismo modo en todos los lugares. Pero, más allá de los matices o de las particularidades, podemos constatar un rasgo común: los pilares de la democracia representativa puede que se estén agrietando. Empiezan a ser cuestionados, a veces de manera frontal. Quien está preparado amortigua mejor los golpes.

			Hace unos veinte años, las proclamas autoritarias eran consideradas más bien anecdóticas en las democracias. Se trataba de exotismos inofensivos, ubicados en los márgenes del sistema político. Pero esas rarezas pueden ahora volverse mayoritarias, y resurgen miedos que se habían olvidado. En las visiones más pesimistas, vuelven a la memoria documentales en blanco y negro plagados de imágenes turbadoras, con brazos alzados marcialmente, furibundas arengas totalitarias, sufrimiento por parte de todo tipo de víctimas. Las perspectivas más ecuánimes nos advierten más bien de posibles transformaciones en el sistema democrático que podrían hacerlo irreconocible, como si fuera un boxeador con el rostro tumefacto tras haber sido sacudido de manera inmisericorde. 

			Después de los convulsos episodios del siglo XX, parecía que la democracia representativa se había instalado en gran parte del mundo como una forma de gobierno consolidada, indiscutida y con una salud envidiable. Tras la caída del Muro de Berlín, Francis Fukuyama publicó un influyente ensayo en el que sostenía que se había puesto punto final a la evolución ideológica de la humanidad, y afirmaba que la democracia occidental se iba a universalizar como forma definitiva del gobierno humano. El mundo libre había triunfado. Aunque las tesis de Fukuyama sobre el «fin de la historia» despertaron un vivo debate, lo cierto es que disfrutaron de una estimable aceptación en el ámbito académico. El sistema democrático se perfilaba como una conquista irreversible. Esa gran victoria de la civilización acabaría por propiciar otros logros en materia de derechos humanos.

			Tras el hundimiento de la Unión Soviética, la democracia había pasado a ser el sistema político dominante en el mundo. En palabras de Yascha Mounk, el sistema democrático «parecía inamovible en América del Norte y en la Europa occidental, y estaba arraigando a pasos agigantados en países anteriormente autocráticos en la Europa del Este y en América del Sur, además de avanzar terreno a muy buen ritmo en naciones repartidas por toda Asia y toda África». Sin embargo, tras el cambio de siglo, todo empezó a complicarse, porque a la felicidad enseguida le salen contratiempos. En los últimos años han surgido síntomas bastante serios de repliegue democrático. En su informe sobre 2023, Freedom House señala que en el ámbito internacional se han constatado retrocesos muy importantes en materia democrática, que se suman al deterioro progresivo y acelerado de las dos últimas décadas. Esta entidad subraya que en 2023 los derechos políticos y las libertades civiles disminuyeron en 52 países, una situación que contrasta con lo ocurrido desde 1974 hasta principios del siglo XXI, cuando se produjo una constante progresión de la democracia en el mundo, según las evaluaciones anuales de Freedom House. 

			El impulso renovado de la autocracia resulta inquietante. El retroceso de las libertades en los últimos años implica una verdadera recesión democrática, con incremento de las dictaduras y con un frenazo súbito en la incorporación de nuevas democracias. Y, además, con regresiones autoritarias en bastantes democracias o con reducción de la calidad democrática en las sociedades más avanzadas. En los países que han sufrido una involución —pero aún mantienen estructuras democráticas—, se constatan fenómenos como la vulneración de la separación de poderes, el hostigamiento contra los medios, los ataques a los derechos de las minorías y los zarpazos al sistema electoral para garantizar la reelección. 

			Las perturbadoras sacudidas de la última década obligan a reflexiones profundas. La irrupción del trumpismo en Estados Unidos representa un fenómeno que ha conmocionado a los expertos internacionales, por su especial simbolismo, en el Estado más poderoso del planeta, en un país en el que hasta entonces no había habido Gobiernos de signo autoritario. En un ámbito muy distinto, las posibilidades de apertura democrática en Rusia se han evaporado con el autoritarismo creciente del régimen de Putin. 

			Los signos de deterioro se han ido sucediendo por todo el mundo. El ascenso al poder en Brasil por parte de Jair Bolsonaro fue una accidentada experiencia, llena de gestos despóticos, soflamas homófobas y prácticas contrarias a los valores de las instituciones democráticas. Turquía había realizado meritorios avances para homologarse a las sociedades democráticas, con expectativas incluso de ingresar en la Unión Europea, pero los sucesivos mandatos de Recep Tayyip Erdoğan la han convertido en un Estado abiertamente autoritario. En el Reino Unido lo más sorpresivo del Brexit fue que la decisión popular se adoptó principalmente a partir de las proclamas xenófobas de la ultraderecha británica, que se impuso a la línea de los partidos tradicionales. 

			En Hungría y Polonia se emprendieron políticas de retroceso, con enérgicas embestidas contra la separación de poderes, el pluralismo político y los derechos de las personas. Actualmente, con la llegada al poder de los nuevos Gobiernos de derecha radical de Giorgia Meloni y de Javier Milei, se mantiene la incógnita sobre la evolución del sistema democrático en Italia o Argentina. Incluso en países como Alemania, donde era impensable que volviera a articularse una extrema derecha amplia, el ascenso del nacionalpopulismo conservador resulta manifiesto. Como dato elocuente, la mayor organización política del mundo es el Partido Popular Indio, actualmente en el poder, con posiciones de derecha radical que son contrarias a los derechos de las minorías. Junto a esto, en el conjunto de los países de la Unión Europea se ha incrementado el respaldo a la extrema derecha, que ha alcanzado una destacada presencia en casi todos los Parlamentos, lo que le ha permitido participar en bastantes Gobiernos. El resultado de las elecciones europeas de junio de 2024 ha vuelto a confirmar el auge de los partidos ultraconservadores.

			Por otro lado, hace poco más de un lustro, los expertos internacionales aún sostenían que el nefasto recuerdo del franquismo explicaba la ausencia relevante de partidos de extrema derecha en España. La realidad sobrevenida los ha obligado a revisar sus premisas. De hecho, ahora mismo el debate es muy distinto: la pregunta pertinente es si pueden desarrollarse procesos similares de involución democrática en España. Incluso surgen interrogantes sobre si la democracia puede llegar a estar amenazada en nuestro país. De partida, debería descartarse la posibilidad de un golpe de Estado a la antigua usanza. Nuestras fuerzas armadas se han democratizado y no se aprecian elementos de riesgo procedentes del ámbito militar. Pero no deberíamos ignorar que se están produciendo movimientos de reconfiguración social, económica y política semejantes a los ocurridos recientemente en otras partes. En un mundo cada vez más interconectado, hay patrones comunes que se replican en los más variados lugares.

			Steven Levitsky y Daniel Ziblatt han planteado que hoy en día las democracias no mueren a manos de generales armados, sino de líderes electos que consiguen subvertir el proceso que los condujo al poder. Según estos autores, el riesgo principal de desmantelamiento de los sistemas democráticos no se encontraría en los golpes de Estado ejecutados de forma clásica, sino en las dinámicas de demolición autoritaria desde dentro. Los autócratas triunfantes en las urnas mantienen una apariencia de democracia, pero la van destripando hasta despojarla de contenido. Como advierte Ignacio Sánchez-Cuenca, la deriva autoritaria «se produce gradualmente, no mediante una impugnación de los principios fundacionales de la democracia, sino mediante un desmontaje pausado de sus reglas y prácticas institucionales». Las situaciones críticas en algunos países nos alertan de amenazas a las que deberíamos prestar la debida atención. 

			El incremento de los discursos autoritarios se produce al ser asimilados, a veces de manera entusiasta, por sectores de la ciudadanía que antes no cuestionaban los valores democráticos. Dos décadas atrás eran muy minoritarias las percepciones que ponían en duda el futuro de la democracia. Algo puede estar empezando a cambiar. Tras la Segunda Guerra Mundial, durante décadas hubo en el mundo occidental un consenso generalizado a favor del sistema democrático. Dicho consenso se basaba en una intensa identificación cultural con las reglas de la democracia y en la ausencia de alternativas significativas en sentido contrario. Sin embargo, los análisis de Yascha Mounk acreditan que durante los últimos años en bastantes países se ha acrecentado el porcentaje de personas que no consideran esencial vivir en un país gobernado democráticamente. Se trata de porcentajes que siguen siendo minoritarios, pero van peligrosamente en aumento. Y resulta preocupante constatar que son más elevados entre los más jóvenes. 

			La democracia pluralista ya no es tan indiscutible. A partir de la revolución digital, estamos cimentando nuestras sociedades sobre nuevas bases, de solidez incierta, que pueden incidir muy sensiblemente en nuestro sistema político. Todo se acelera a la velocidad viral de internet. Deberíamos prestar atención a esas transformaciones: como sabía Saint-Exupéry, el futuro no se puede adivinar, pero sí se puede consentir. 

			
LO QUE ESTÁ EN JUEGO: LA VIGENCIA DE LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS


			Los riesgos sobre el futuro de la democracia deben llevar a preguntarnos acerca de su contenido, para definir con más precisión los problemas que están sobre la mesa. No basta con que un Gobierno afirme que el sistema político de su país es democrático para que lo sea. Lo más importante no son las manifestaciones de los dirigentes, sino las prácticas institucionales realizadas. La democracia representativa liberal tiene unos rasgos muy concretos. Y hay amplio consenso entre los especialistas al describir esos aspectos normativos. 

			La regla principal de la democracia representativa es que debe existir pluralismo político. Además, han de celebrarse elecciones periódicas, con sufragio universal, de modo que se garantice el derecho al voto de todas las personas, sin discriminación por razón de sexo, etnia o capacidad económica. En sus fases iniciales, las democracias excluyeron a las mujeres, a los racialmente diferentes o a las personas con bajos ingresos. Hoy todo eso sería impensable. Sea como sea, el pueblo es el titular de la soberanía y elige a sus representantes en las instituciones: la ciudadanía puede optar entre grupos políticos que compiten de forma legítima con la finalidad de acceder al poder. Por ello, resultará obligatorio aplicar el principio de mayoría al resultado de las elecciones.

			Como argumentó Hans Kelsen, la mayoría presupone inherentemente la existencia de una minoría, que debe tener la posibilidad de convertirse en mayoría en cualquier momento. Y ello implica la protección de dicha minoría a través de un sistema de derechos y libertades. La democracia parte de la premisa de que las sociedades no son monolíticas: la pluralidad social implica necesariamente que puedan desarrollarse opciones diferenciadas. 

			Según plantea Kelsen, la fe en valores absolutos construye una concepción del mundo metafísica o místico-religiosa. La imposición a la sociedad de un credo concreto lleva a la autocracia en detrimento de la democracia, pues esta última se nutre de principios relativistas. Ese relativismo político se encuentra en la base de la idea democrática, en palabras del jurista austriaco. La democracia aprecia por igual las ideas políticas de todos, permite la escenificación de las diferencias, brinda la posibilidad de exteriorizarlas para conseguir el apoyo de la ciudadanía en libre concurrencia. El relativismo político es lo contrario del absolutismo. 

			Sin duda, un país no puede ser democrático si hay un partido único y las demás formaciones políticas están prohibidas. Y tampoco puede serlo cuando se priva del derecho al voto a una parte de su población. Desde esta perspectiva, en relación con las decisiones que les competen, los ciudadanos deben tener garantizados los derechos de libertad y contar con alternativas reales, en el marco de los espacios de discusión colectiva.

			Por otro lado, debemos remarcar que no resulta suficiente que se aplique la voluntad de la mayoría para que un sistema sea democrático. Una acción de gobierno sustentada en un respaldo mayoritario, pero sin límites en su actuación, podría aplastar los derechos de las personas, sobre todo los de quienes no forman parte de esa mayoría. Giovanni Sartori destaca que la calidad democrática de un país está muy relacionada con la protección de los derechos de quienes integran la minoría. Como subraya, «si las minorías no están tuteladas, se desmorona la hipótesis de encontrar una mayoría a favor de la nueva opinión». No sería posible articular el cambio de una posición mayoritaria a otra, por lo que se mantendría siempre la misma mayoría y se quebraría la esencia del sistema democrático.

			Ante los riesgos de acumulación abusiva de poder político, la democracia representativa liberal establece una serie de reglas para que nadie se apropie de las instituciones. Ese objetivo se logra a través de equilibrios, frenos y contrapesos. En palabras de Montesquieu, el poder debe frenar al poder. Para ello se fijan las reglas propias del Estado de derecho, con órganos judiciales independientes, en el marco de la separación de poderes. Además, en las sociedades democráticas, las instituciones públicas y los ciudadanos están sometidos a las leyes, que limitan sus actuaciones. Como apuntó Cicerón, para ser libres debemos ser, paradójicamente, esclavos de las leyes. En caso contrario, la seguridad jurídica se esfuma y se impone la ley del más fuerte por la vía de los hechos. La concentración excesiva de poder es el precedente habitual de las conductas institucionales abusivas. A la vez, los sistemas democráticos crean instituciones para proteger los derechos de las personas, con mecanismos que deben ser infranqueables para el propio poder estatal. 

			Los andamiajes formales de la democracia resultan imprescindibles. Como indicó Norberto Bobbio, en el sistema democrático las resoluciones colectivas se toman a través de una serie de reglas y en ellas se establece quién está autorizado para decidir. Álvaro Aragón argumenta que esta visión formal no nos habla de las decisiones que deben asumir los miembros de una colectividad, sino que perfila los procedimientos para la toma de decisiones. Los textos constitucionales establecen esas reglas principales, aunque también se incluyen en las leyes y en normas informales o no escritas. No hay que olvidar que en una democracia resultan inherentes las situaciones de conflicto, puesto que la pluralidad es necesariamente conflictiva. Las reglas formales permiten resolver esas diferencias a través de un sistema de normas y de instituciones que posibilitan también la adopción de las decisiones colectivas. Al contrario, en las dictaduras las reglas son irrelevantes, porque quienes mandan pueden imponer su voluntad por encima de las normas. En este sentido, Jürgen Habermas enfatiza que la racionalidad democrática requiere de una política deliberativa: las disputas argumentadas nos permiten mejorar nuestras convicciones y acercarnos a las soluciones correctas de los problemas. Por ello, resultará esencial la calidad discursiva de las contribuciones. Las disensiones son imprescindibles en una sociedad plural.

			Sobre el contenido de las decisiones, como nos recuerda Robert A. Dahl, no es compatible con la democracia la existencia de autoridades tutelares no elegidas que limiten el poder para gobernar de los dirigentes electos, como puede suceder con ejércitos, confesiones religiosas o grupos económicos. Se trata de injerencias potenciales que suelen ocasionar disputas muy duras, a veces soterradas, en la actividad de los sistemas democráticos. 

			Por otro lado, como se ha indicado, en las democracias resulta imprescindible el respeto a los derechos humanos. Y ahí se debe hacer un especial hincapié en los derechos nucleares en una democracia, como la libertad ideológica, la libertad de expresión, el derecho a la información, la libertad de conciencia, el derecho de manifestación, el derecho de asociación o la igualdad ante la ley, entre otros. En los términos expresados por Robert A. Dahl, una de las claves principales será que haya oportunidades iguales y efectivas que permitan a todos los ciudadanos su participación en el sistema político.

			Una sociedad será menos democrática en la medida en que no puedan ejercerse esos derechos y libertades. Lo mismo ocurre con la alteración partidista de las reglas básicas de procedimiento en una democracia. Esas exclusiones antidemocráticas llevan a los sombríos terrenos de los sistemas políticos autoritarios y de las dictaduras. Precisamente, la deriva autoritaria de los últimos tiempos resulta contraria a esos principios asentados de la democracia representativa: los discursos autocráticos emergentes amenazan al pluralismo político, a la libertad de expresión, a la imparcialidad de las instituciones y a la separación de poderes. 

			En todo caso, resulta conveniente recordar que la democracia no siempre existió en la forma actual y con las reglas anteriormente descritas. Se trata de un concepto que ha presentado significados diferentes a lo largo de los tiempos, en función de su teorización y de las características de las distintas sociedades. El eje central de esa noción de gobierno del pueblo surge por contraste con otros sistemas políticos que han estado presentes desde la Antigüedad. La democracia aparece siempre en la historia a partir del rechazo a monarquías hereditarias, tiranías personales o Gobiernos oligárquicos, que se sostenían en el poder militar o en fundamentaciones religiosas. La historia de la democracia es una epopeya apasionante sobre una idea igualitaria que se ha ido forjando a través de diversas formulaciones durante siglos. 

			
LA DEMOCRACIA DIRECTA DE ATENAS


			La fascinante historia de la construcción de la democracia comenzó en Atenas. Sin duda, antes hubo algunas experiencias similares, pero no tuvieron igual envergadura, ni tampoco su precisión en la configuración ni su relevancia histórica. Del mismo modo, cuando se desarrolló la democracia ateniense, en otras partes de Grecia también se implantaron estructuras democráticas, pero fue en ciudades-Estado más pequeñas y con una proyección inferior.

			Casi todo lo que hoy nos parece muy usual fue muy novedoso, sea una sartén, un reloj o un automóvil. La introducción de la democracia en Atenas provocó progresivamente enormes transformaciones que se fueron reactualizando con el tiempo, siempre desde la perspectiva de que era la mayoría del pueblo quien debía gobernar. Las estructuras democráticas griegas surgieron como reacción contra Gobiernos de minorías privilegiadas que fueron percibidas como abusivas. Además, según David Held, estas innovaciones tuvieron como trasfondo las luchas sociales derivadas de las desigualdades económicas: tales presiones forzaron a los sectores aristocráticos a efectuar concesiones que permitieron perfilar un sistema político con acentuados criterios igualitarios. Hubo un considerable esfuerzo de construcción teórica y práctica. Los mecanismos iniciales fueron bastante novedosos. Y han quedado rastros documentales de que en la Grecia clásica se comprendía claramente, incluso con efervescencia militante, que se estaban emprendiendo innovaciones muy profundas en su organización política.

			No fue un experimento puntual, porque la democracia funcionó en Atenas durante casi dos siglos. Se trata de un periodo ciertamente largo. Los helenistas suelen situar el nacimiento de la democracia ateniense en el año 508 a. C. (con las reformas de Clístenes), y su final en el 322 a. C. (cuando la supremacía macedonia llevó a la supresión de las instituciones democráticas). Además, esta larga etapa tuvo un precedente importante: en las décadas anteriores se aplicaron algunas fórmulas predemocráticas a partir de las reformas legales de Solón. Esos cambios normativos establecieron una democracia censitaria, pero ya se trataba de una muestra de los valores que estaban circulando en la sociedad ateniense.

			Las leyes de Solón dejaron el terreno abonado para las modificaciones institucionales que vendrían después. La amplia reforma posterior de Clístenes se centró en evitar a toda costa la concentración de poder en pocas personas, a través de unas pautas que permitían la máxima participación ciudadana en los asuntos públicos. Los ajustes añadidos por parte de Efialtes y el decisivo impulso político de Pericles acabaron plasmando las líneas maestras de un sistema democrático que, a través de equilibrios bastante complejos, aspiraba a incrementar la igualdad social. 

			El principal órgano soberano era una asamblea en la que podían participar todos los ciudadanos atenienses. Se reunía periódicamente de forma ordinaria. Al menos una vez al mes, millares de ciudadanos se congregaban en una gran explanada. Allí, personas de todas las clases sociales —artesanos, comerciantes, campesinos o aristócratas— se relacionaban en condiciones de igualdad para deliberar y votar sobre los asuntos públicos. Las resoluciones más importantes de la polis no eran aprobadas por representantes de los atenienses, sino directamente por la ciudadanía. La asamblea analizaba las cuestiones de interés, acordaba las leyes y adoptaba decisiones políticas que luego ejecutaban los cargos públicos. 

			Esas resoluciones ciudadanas colectivas de carácter directo representan una indudable diferencia con el funcionamiento de los actuales sistemas democráticos. Pero hay otra divergencia igualmente relevante: los atenienses desconfiaban del sistema de nombramiento de los cargos públicos a través de elecciones con candidaturas. Como indica Bernard Manin, pensaban que las desigualdades sociales beneficiarían a los más poderosos, al contar con mayor capacidad de influencia para obtener adhesiones. Además, los atenienses también recelaban de la profesionalización de los cargos públicos.

			Por regla general, los cargos públicos se elegían por sorteo y el mandato era de un año, sin posibilidad de reelección. En palabras de Francisco Rodríguez Adrados, la elección por azar igualaba a aristócratas, artesanos y agricultores. Además, el sistema ateniense tampoco confiaba en los cargos unipersonales. La premisa más asumida era que la ausencia de fiscalización podía abrir la puerta a los abusos. Y, desde esa perspectiva, se apostó por estimular la participación ciudadana, como un elemento de civismo en beneficio de la comunidad. Cada año se nombraba a más de un millar de cargos para los más diversos órganos, que no actuaban de forma individual, sino colegiada. Entre esos organismos cabe citar los dedicados a las funciones de vigilancia del territorio, a la gestión del comercio en los mercados, al mantenimiento de los caminos, al abastecimiento de agua o a la administración del culto, entre otros. Como pone de manifiesto John Keane, en la democracia ateniense sus ciudadanos tenían la percepción de que se gobernaban como iguales.

			Al frente de la gestión de la polis se encontraba un órgano central de coordinación, el Consejo de los Quinientos. Sus integrantes también eran designados por este sistema aleatorio, y se encargaba de preparar las asambleas y dirigir sus sesiones. Del mismo modo, los miembros de los distintos tribunales (siempre órganos colegiados y con amplia participación de varios centenares de miembros) se nombraban por sorteo entre los ciudadanos, por un año no prorrogable, por lo que no eran juristas profesionales.

			Por otro lado, la democracia ateniense estableció los más diversos mecanismos de supervisión. Los cargos debían rendir cuentas al finalizar el mandato. Durante el periodo anual, también podían ser destituidos por la asamblea. Y, además, podían ser sancionados por negligencia o por actuaciones dolosas contrarias a las leyes. Al no poder repetir en la mayor parte de los puestos, una de las consecuencias del sistema ateniense era que casi todos los ciudadanos desempeñaban algún cargo público anual a lo largo de sus vidas. Había una rotación equitativa en el poder. En palabras de Giovanni Sartori, se trataba de una configuración horizontal y no vertical de la política, en la que gobernados y gobernantes se intercambiaban, por turnos, los papeles.

			En relación con las facultades de deliberación, cualquier persona podía tomar la palabra en la asamblea, solicitar la inclusión de puntos en el orden del día, plantear propuestas de nuevas leyes o hacer peticiones de actuación al Consejo. Estos mecanismos de participación política directa, en el contexto de la potestad soberana de las asambleas, fortalecieron una notable identificación de la ciudadanía ateniense con el sistema democrático, así como un extendido rechazo social a quienes defendían sistemas oligárquicos o tiránicos. Según Laura Sancho, los griegos percibían con orgullo que otros pueblos eran súbditos de tiranos, mientras que para ellos la vida de la polis era gestionada por ciudadanos libres, sometidos únicamente a las leyes.

			Había dos cargos públicos que constituían una excepción a la regla general del nombramiento anual por sorteo y sin posibilidad de reelección. Eran los generales y los responsables de la tesorería. El argumento que fundamentaba la configuración diferenciada era el carácter técnico de tales magistraturas. Estos cargos se elegían en votación popular con mandato de un año y podían prorrogarse. Al mismo tiempo, en cualquier momento podían ser sancionados o destituidos por la asamblea, al igual que los restantes cargos públicos.

			Hoy puede ser difícil imaginar esas dinámicas asamblearias en las que participaron miles de personas durante casi dos siglos. Las estimaciones oscilan en fijar entre treinta mil y sesenta mil el número de ciudadanos con derecho a voto en las asambleas de Atenas, aunque resulta complicado establecer cuántos de ellos comparecían habitualmente. Como dato ilustrativo, sabemos que para algunas votaciones se estableció un quorum mínimo de seis mil asistentes. Además, este sistema asambleario de multitudinarias reuniones periódicas tuvo durante ese largo tiempo una arraigada normalidad institucional. Esta concepción del ciudadano muy activo en asuntos políticos era para los atenienses algo ordinario, aunque hoy nos pueda parecer bastante extraordinario.

			Sin duda, no era un sistema democrático como el actual. En palabras de John Keane, Atenas era una «democracia sin partidos». No había organizaciones políticas, con estructura estable, ni representantes en las instituciones. Sí que había facciones, sin organización permanente, con modos de funcionar informales y espontáneos, que actuaban con criterios de oportunidad y de lealtad a determinados líderes, aunque esas afinidades podían ser bastante cambiantes. Las discrepancias afectaban a posicionamientos dispares sobre la gestión de la democracia. Los puntos de colisión estaban conectados con las fórmulas de participación en el sistema político, con las aportaciones económicas a las arcas públicas de los más pudientes y con la intervención de Atenas en las distintas guerras.

			Debemos destacar que, en esta forma de democracia participativa, la persuasión a través de la oratoria era fundamental. En Atenas la retórica empieza a estudiarse como ciencia y como arte. Era primordial conmover, convencer y seducir a las masas congregadas en las asambleas. En ese sentido, Pericles se convirtió en el líder más influyente de la democracia ateniense. Fue la figura política más eminente durante tres décadas. Los cronistas de la época destacaron su autoridad moral, la racionalidad de sus argumentos y su carácter ilustrado. Que durante bastantes años ocupara el cargo de general, y que fuera reelegido en numerosas ocasiones, le permitió una proyección muy duradera. Como indica Laura Sancho, las palabras de Pericles que han quedado documentadas describen los valores esenciales de la democracia ateniense, al subrayar el equilibrio entre igualdad y mérito, y entre libertad y respeto a la ley.

			Los textos coetáneos reflejan que la democracia de Atenas fue un terreno muy abonado para las aportaciones cívicas, la reflexión existencial, el debate ciudadano. Se trata de una etapa de una fecundidad creativa fuera de lo común. No parece casualidad que precisamente en la etapa democrática se gestara el sobresaliente legado histórico de la Grecia clásica en la filosofía, la ciencia, la arquitectura, el arte o el teatro.

			En esos dos siglos siempre hubo detractores entre los sectores aristocráticos hacia esa amplia participación ciudadana directa, pero habitualmente quedaron relegados a posiciones minoritarias. Esas resistencias se superaron en las décadas iniciales de construcción del sistema democrático, pero volvieron a agudizarse en su máxima extensión con la implantación del llamado Gobierno de los Treinta Tiranos, que duró cerca de un año, tras una especie de golpe contra la democracia que tuvo lugar en 404 a. C. Este poder oligárquico se constituyó tras la guerra del Peloponeso, con la complicidad de la antidemocrática Esparta, como un pacto entre las élites económicas de ambas polis. Las enraizadas convicciones democráticas de los atenienses derrocaron a los gobernantes que durante ese paréntesis intentaron anular buena parte de las instituciones creadas anteriormente.

			La extrapolación del sistema ateniense a nuestros tiempos resulta imposible. Era una democracia en la que solo podían participar los hombres libres mayores de edad. Se excluía a los esclavos y a las mujeres, lo cual posibilitaba a los ciudadanos dedicar bastante tiempo a los asuntos públicos. Tampoco estaba permitida la participación de los extranjeros residentes en Atenas. En todo caso, es conveniente subrayar que ese tipo de exclusiones se producían en aquella época en los más diversos territorios, ya estuvieran gobernados por oligarquías, aristocracias o monarquías. 

			Además, determinadas injusticias del sistema ya fueron cuestionadas entonces por algunos atenienses. Las críticas de Platón ejercieron una enorme influencia en los siglos posteriores y los sucesivos pensadores contrarios a la democracia no dudaron en valerse de ellas. En una sociedad en la que no existía la noción de los derechos humanos, Platón anticipó los problemas de la «tiranía de la mayoría», que quedaron escenificados trágicamente en la condena a muerte de su maestro, Sócrates, dictada por un tribunal popular asambleario formado por centenares de personas. En algunos de sus Diálogos, el filósofo ridiculizó la falta de cualificación de los atenienses nombrados para determinados cargos en virtud del sistema aleatorio de designación. Al seguir parcialmente la estela de Platón, su discípulo Aristóteles advirtió de los riesgos de la demagogia y de las posibilidades de manipulación de las masas, aunque desde una perspectiva crítica de la democracia ateniense más matizada que la de su maestro. 

			Cabe añadir las dificultades de aplicación de un sistema de democracia directa en territorios de cierta extensión y en sociedades muy complejas como las actuales. En todo caso, las transformaciones tecnológicas en marcha sí que podrían favorecer determinados instrumentos de participación ciudadana directa, inspirados en la experiencia ateniense. Hay debates actuales sobre la crisis de la democracia que presentan notables paralelismos con algunas de las discusiones mantenidas hace más de dos milenios en las asambleas multitudinarias de la Grecia clásica.

			Como indica David Held, en Atenas se concibió la idea de que los seres humanos pueden ser ciudadanos muy activos de su Estado y no meros súbditos sumisos de un soberano. Sus enseñanzas, sus debates, sus contradicciones, sus insuficiencias y sus conflictos internos pueden ser muy útiles para entender problemas contemporáneos del sistema democrático. En todo caso, desde una perspectiva etimológica e histórica, siempre deberíamos tener presente que la palabra democracia (en griego clásico, ‘gobierno del pueblo’) surgió de la experiencia ateniense.

			
DE ROMA A LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA 


			La democracia ateniense no tuvo continuidad literal, pero sus perspectivas igualitarias no dejaron de reformularse en las formas más variadas. La idea del gobierno del pueblo siguió siendo una aspiración en las sucesivas etapas históricas, aunque con concepciones distintas, y la tensión de estas aspiraciones con las pretensiones oligárquicas o monárquicas estuvo siempre presente.

			En paralelo con la experiencia de Atenas, la República romana nació tras el derrocamiento de la monarquía por parte de la aristocracia en el año 509 a. C. Fueron los patricios quienes iniciaron este proceso. Y optaron por excluir a la plebe del gobierno y de los derechos políticos. Las pugnas con los plebeyos fueron constantes durante casi dos siglos, hasta que se organizaron instituciones que tenían como objetivo proteger a la plebe y se alcanzó la igualdad política en algunos aspectos. Sin embargo, a diferencia de la democracia ateniense, no se establecieron en Roma estructuras institucionales igualitarias: los clanes aristocráticos disfrutaron siempre de una posición preponderante y nunca se plantearon renunciar a ella. 

			Los organismos de la República romana se inspiraron en ideas democráticas, pero funcionaron principalmente a través de criterios de elección representativa. El órgano central no era una asamblea popular, sino el Senado. Aunque muchas de sus competencias eran formalmente consultivas, en la práctica adoptaba las principales decisiones, sobre todo en cuestiones muy relevantes o de carácter militar, al no ser discutida su autoridad por los cargos públicos. Los senadores se elegían democráticamente de forma indirecta, porque con anterioridad debían haber ocupado alguna de las principales magistraturas electivas. El Senado estaba compuesto por unos trescientos miembros, aunque su número aumentó en algunas etapas. El nombramiento vitalicio de sus integrantes le daba al Senado un sentido permanente. Esa continuidad lo diferenciaba de los cónsules y de otros cargos con mandato temporal. 

			Además, para poder desempeñar funciones públicas en Roma había que ser ciudadano y disponer de una determinada capacidad económica. El contraste con la democracia griega resultaba notable: al Consejo de los Quinientos de Atenas se accedía por sorteo, sin distinción de clase social. Asimismo, las decisiones se adoptaban directamente en la asamblea, en la que podían participar todos los ciudadanos. 

			Los integrantes de las magistraturas romanas eran elegidos por votación y no por sorteo, y existía una carrera política o cursus honorum: se debía pasar por unas responsabilidades institucionales antes de llegar a otras. Los cargos se designaban en los comicios, que eran el equivalente a la asamblea ateniense, aunque con unas facultades más limitadas. Por otro lado, en los comicios centuriados, en los que se elegía a los integrantes de las principales magistraturas, solo podían participar en las votaciones los ciudadanos romanos con determinados niveles de renta. Junto a esto, como indica Bernard Manin, los electores de las clases más bajas no podían postularse para ejercer cargos públicos; sus facultades quedaban limitadas a elegir candidatos de los estratos sociales superiores. Al igual que en todos los territorios de la época, las mujeres y los esclavos estaban excluidos de los derechos de ciudadanía. 

			El poder ejecutivo principal en la República romana lo desempeñaban dos cónsules, que debían actuar por consenso, en un meditado juego de equilibrios que también se producía en relación con las demás instituciones. Eran elegidos democráticamente por el plazo de un año. Los equilibrios se completaban con la figura del tribuno de la plebe, que contaba con la facultad de vetar determinadas resoluciones de los cónsules, de otros cargos públicos o del Senado si estimaba que resultaban lesivas para los intereses de los plebeyos. En referencia a la aprobación de las leyes, previa consulta al Senado, los cónsules las sometían al comicio asambleario correspondiente para su ratificación.

			Como señala Francisco Rodríguez Adrados, el sistema romano era oligárquico y las luchas internas fueron constantes entre las élites rivales. El asesinato en el año 44 a. C. de Julio César, tras haber accedido a la dictadura, puso fin a la República romana. El nuevo imperio fue desmantelando o vaciando de contenido las instituciones republicanas. Y optó por verticalizar los órganos políticos, con una ilimitada concentración de poder en la cúspide imperial, con lo que puso fin a los equilibrios anteriores, en el marco de constantes conquistas militares. 

			Varios siglos después, la descomposición posterior del Imperio romano dio lugar a numerosas monarquías. Los sistemas políticos jerarquizados se habían impuesto y apenas hubo nuevas experiencias democráticas. La extensión del cristianismo como religión oficial durante el imperio, así como las aportaciones de algunos de sus principales pensadores, tuvo grandes repercusiones en favor de la monarquía como forma de gobierno. David Held destaca que fue notable el ascendiente de san Agustín y su obra La Ciudad de Dios en la implantación de sistemas teológicos que afirmaban «la superioridad del poder eclesiástico sobre el secular». En palabras del sociólogo británico, fueron muy influyentes en la Europa medieval las visiones religiosas en las que se instaba a los cristianos a no centrarse en las nimiedades de la vida temporal. Estas concepciones llevaron a la consolidación de monarquías marcadamente tuteladas por las autoridades religiosas.

			A partir de los siglos XI y XII, determinados cambios sociales favorecieron la configuración en el norte de Italia de ciudades-república independientes, que se apartaron de la supremacía papal, imperial o nobiliaria. Buscaron formas de organización democrática y eligieron a los integrantes de sus propios consejos de gobierno y a sus cargos públicos ejecutivos. En ciudades como Florencia, Venecia, Siena o Padua, se volvió a reflexionar sobre la organización de la comunidad política, desde el autogobierno y descartando los mecanismos monárquicos.

			La regla general en las repúblicas italianas medievales y renacentistas fue la organización de una democracia censitaria. Robert A. Dahl remarca que, en estas experiencias republicanas, al principio los derechos políticos solo podían ser ejercidos por miembros de las clases altas, como nobles o terratenientes. Pero posteriormente las luchas sociales internas acabaron incorporando a integrantes de lo que podríamos denominar las clases medias, como nuevos ricos, mercaderes, banqueros y artesanos cualificados, entre otros.

			Como explica Bernard Manin, en las repúblicas independientes italianas se experimentó con las más diversas combinaciones de elección representativa y de nombramiento por azar para los cargos públicos: en Florencia la designación parcialmente aleatoria fue una de las claves del sistema y en Venecia se practicaron formas de sorteo hasta 1797. En los debates internos sobre si mantener la designación por azar, destacó el argumento de que era una forma neutra de eludir las luchas intestinas entre rivales. También en las repúblicas italianas se aplicaron fórmulas de rotación en los cargos, con prohibiciones de repetición que evitaban la profesionalización en las funciones públicas.

			A la vez, las transformaciones sociales del final de la Edad Media y del inicio del Renacimiento llevaron en casi toda Europa a unificaciones territoriales y a sistemas de monarquía absoluta, incompatibles con las experiencias republicanas democráticas a pequeña escala. Como pone de manifiesto David Held, los Estados absolutos constituyeron gobiernos con un único jefe soberano, absorción de territorios, incremento de la burocracia estatal, ampliación de la administración fiscal y métodos estrictos de coerción en el mantenimiento del orden. Seguía considerándose que la voluntad del monarca estaba amparada por el derecho divino. 

			No obstante, los reyes convivieron con las primeras experiencias del parlamentarismo. En palabras de Dahl, para que los monarcas pudieran imponer tributos, sostener un ejército o redactar leyes debían contar con la implicación de la nobleza, del alto clero y de los ciudadanos más acomodados, a través de Parlamentos estamentales. Ese sería el origen de las posteriores prácticas representativas democráticas. 

			Con el tiempo, los sistemas absolutos empezaron a ser cuestionados desde dos ámbitos. En primer lugar, la Reforma protestante desafió la autoridad papal y también las bases de la obediencia política; como apunta Held, las enseñanzas de Lutero y Calvino llevaban a apartarse de las directrices de la Iglesia en la interpretación de la voluntad divina, lo cual convertía al individuo en dueño de su destino, con importantes consecuencias en las reflexiones políticas posteriores. En segundo lugar, en Inglaterra y en Holanda se configuraron monarquías constitucionales, con fundamentos contrarios a los principios absolutistas que regían en España, Francia, Prusia, Austria o Rusia, entre otros países.

			El Parlamento originario de la Inglaterra medieval evolucionó hasta conceder un poder creciente a los ciudadanos para que influyeran en la aprobación de las leyes en la Cámara de los Comunes, a través de mecanismos de configuración representativa democrática, aunque restringidos a personas de determinada capacidad económica. El progresivo empoderamiento del Parlamento llevó a la Revolución inglesa del siglo XVII y a la fijación de limitaciones constitucionales a la autoridad de la Corona. 

			En este contexto, John Locke elaboró su conocida teorización acerca del liberalismo político en su Ensayo sobre el gobierno civil. Según la formulación del filósofo inglés, en el estado de naturaleza los seres humanos son libres e iguales, y tienen derecho a la vida, a la libertad y a la propiedad. Los riesgos de que se vulneren estos derechos justifican un contrato social que genere una sociedad política, con un Gobierno que proteja a los gobernados. Pero la soberanía reside en el pueblo, como subraya Locke, lo cual supone implícitamente la superioridad del Parlamento sobre el rey. El poder legislativo aprueba las leyes desde una composición representativa y el poder ejecutivo debe hacer cumplir esas normas, pero siempre en nombre del pueblo. Por su lado, la legitimidad de un Gobierno se sostiene por el consentimiento de los gobernados y no mediante mandatos divinos. Según Locke, ante actos políticos tiránicos que incumplan el contrato social, la rebelión está justificada.

			David Held enfatiza que los planteamientos de Locke fueron determinantes para cimentar el liberalismo político y para allanar el camino para la tradición del gobierno popular representativo, pero todavía faltaba el paso definitivo de la teorización de la división de poderes, que llegaría gracias a la aportación de Montesquieu. Desde su disconformidad con la Francia absolutista de Luis XIV, Montesquieu siguió la estela de Locke y se propuso teorizar acerca de un sistema político respetuoso con la libertad y que, además, evitara los abusos de poder y los privilegios injustificados. En una de las afirmaciones más célebres de El espíritu de las leyes, sostuvo que es una experiencia eterna que todo ser humano que ejerce el poder siente la inclinación de abusar de él, por lo que resulta necesaria la fijación de límites, para que dicho poder tenga contrapesos. Se formulaba así el concepto de los equilibrios institucionales propios de la separación de poderes, entre ejecutivo, legislativo y judicial. 

			Para Dahl, las ideas de Montesquieu tuvieron una gran influencia en los padres de la Constitución de Estados Unidos para proyectar una república «que fuera capaz de retener las virtudes del sistema inglés sin los vicios de la monarquía». Se trataba de formulaciones teóricas que hasta entonces carecían de aplicación práctica. Según Francis Fukuyama, los redactores del texto constitucional norteamericano estaban muy sensibilizados con los riesgos del cesarismo, que había llevado a la caída de la República romana; por ello, apostaron por las ideas del filósofo francés para establecer «un sistema de controles y equilibrios que distribuiría el poder y bloquearía su concentración en un solo líder».

			Las bases de la democracia representativa liberal ya habían quedado fijadas en el marco de las ideas emancipadoras de la Ilustración. En palabras de Norberto Bobbio, el camino hacia la democracia liberal se recorrió a través de una progresiva erosión del poder absoluto del rey y, en periodos históricos de crisis aguda, mediante rupturas revolucionarias. Los efectos de la revolución estadounidense se expandieron a la Revolución francesa, con sus propias particularidades más radicalizadas, y a otros procesos que liquidaron el Antiguo Régimen en los más diversos países. La quiebra con el feudalismo y con los privilegios estamentales anteriores se materializó a través de solemnes proclamaciones de igualdad ante la ley y de igualdad de derechos entre todas las personas. 

			Tanto los revolucionarios norteamericanos como los franceses miraron hacia las enseñanzas del pasado. Y optaron por rechazar la democracia directa y la elección por sorteo del sistema ateniense. Ahí pesaron bastante las críticas de Platón, Aristóteles y otros filósofos posteriores. Y también las necesidades de articulación de un sistema democrático en territorios más extensos que el de la antigua ciudad-Estado. En consecuencia, se interesaron más por los instrumentos representativos, con distribución de funciones, que se practicaron en la antigua República romana. Además, como explica Norberto Bobbio, la implantación de las nuevas democracias estuvo acompañada de la prohibición del mandato imperativo, lo cual se convirtió en un principio esencial del sistema parlamentario, al fortalecer la función de los representantes.

			Las democracias representativas se expandieron en el siglo XIX. Empezaron a constituirse partidos políticos, que se convirtieron en piezas indispensables del tablero democrático. Las luchas por la extensión de los derechos atacaron el sistema censitario, que solo permitía la participación democrática a partir de unos niveles de renta. Tras muchas batallas, acabó consolidándose el sufragio universal masculino y unas décadas más tarde, ya en el siglo XX, las mujeres también pudieron ejercer el derecho de voto. 

			La propagación de la democracia se enfrentó a numerosos conflictos. Hubo todo tipo de avances y retrocesos. Los herederos políticos del Antiguo Régimen se organizaron en corrientes reaccionarias antiparlamentarias, mientras que, en un ámbito distinto, surgieron movimientos revolucionarios, inspirados en el marxismo y el anarquismo, que denunciaron las injusticias sociales que no resolvía el sistema democrático. En el siglo XX, en el contexto de los grandes conflictos bélicos que asolaron el mundo, las posiciones que impugnaban el sistema democrático llegaron a debilitarlo muy seriamente, con la expansión del estalinismo y el auge de los partidos fascistas en Alemania, Italia o España, entre otros países.

			La democracia representativa pluralista se mantuvo contra viento y marea tras la derrota de los fascismos y el hundimiento del bloque soviético varias décadas después. El sistema democrático se siguió configurando con las características complementarias que hemos descrito anteriormente. Las desigualdades existentes se intentaron resolver en bastantes países a través del Estado social y democrático de derecho, como veremos más adelante. Con la llegada del siglo XXI, las grandes transformaciones económicas, sociales y tecnológicas provocadas por la revolución digital han vuelto a plantear situaciones que ponen en riesgo la democracia. Entender el alcance de los principios democráticos, que aquí hemos intentado exponer, puede ayudar a detectar mejor todas esas situaciones de peligro.

			
LAS DIFICULTADES DE CONSTRUCCIÓN DE LA DEMOCRACIA EN ESPAÑA


			Nuestro país no se encuentra entre los pioneros en contribuciones doctrinales al sistema democrático. Las transformaciones para acabar con el Antiguo Régimen fueron tardías, dubitativas y dificultosas. Con posterioridad, los golpes militares y las dictaduras frenaron de forma reiterada los intentos de afianzar una democracia en España. En cambio, hay una aportación histórica relevante que no ha sido demasiado divulgada. Según explican destacados expertos en historia de la democracia como John Keane, en el reino de León se originó un parlamentarismo que siglos después se convertiría en el embrión de las instituciones democráticas. Las primeras Cortes conocidas se constituyeron en 1188, a instancias del rey Alfonso IX, en la basílica de San Isidoro, en León. Para financiar los esfuerzos de la guerra, el monarca decidió convocar un órgano consultivo formado por tres estamentos, correspondientes a nobles, obispos y ciudadanos ricos, en representación de las ciudades. En palabras de Keane, esta configuración parlamentaria se acabaría extendiendo por toda Europa, con el lema «no hay impuestos sin representación». Según la Unesco, las Cortes de León de 1188 representan el testimonio documental más antiguo del sistema parlamentario europeo. 

			Tras la unificación de los distintos reinos peninsulares, la monarquía absoluta funcionó en España con escasas limitaciones. Las Cortes tuvieron un papel muy testimonial. La penetración del protestantismo fue mínima, al convertirnos en uno de los adalides más fervorosos de la Contrarreforma. El enorme poder de la Iglesia católica, auxiliada por los centinelas implacables de la Inquisición, dificultó la circulación en nuestro país de las corrientes europeas de pensamiento crítico. 

			La Ilustración no desencadenó en la península demasiados efectos aperturistas, más allá del paternalismo condescendiente del despotismo ilustrado. España tampoco se vio afectada directamente por las rupturas revolucionarias democráticas y burguesas de finales del siglo XVIII. Como apunta Quintí Casals, las élites aristocráticas, religiosas y sociales de nuestro país se esforzaron por presentar la democracia como «un gobierno desacreditado, sinónimo de tiranía plebeya y, sin duda, peligrosamente desestabilizador del orden social». 

			Tuvieron que concurrir unas circunstancias muy excepcionales para que el inicialmente débil liberalismo español pudiera tomar la iniciativa. Esa situación extraordinaria tuvo lugar a partir de la invasión napoleónica de 1808, que acabó precipitando el primer impulso democratizador en nuestro país. El ejército francés ocupó Madrid y la familia real fue secuestrada y llevada a Francia. Las tropas de Napoleón se desplegaron por gran parte del país, pero encontraron resistencias muy enconadas, al levantarse una fuerte oposición popular contra el invasor. En la zona no ocupada por los franceses, se requerían mecanismos para defender el territorio y garantizar la gestión administrativa, ante el vacío de poder existente. Estas necesidades avivaron una intensa movilización popular. Como explica Francisco Tomás y Valiente, en la lucha contra los franceses se activó ampliamente «un movimiento revolucionario contra el absolutismo político y en términos más profundos contra las bases del Antiguo Régimen». 

			La nobleza y el alto clero se vieron desbordados ante el estallido de multitud de juntas locales y provinciales que proclamaban la soberanía nacional para el pueblo, con integrantes elegidos democráticamente. Lograron coordinarse a través de una Junta Central del Reino, que intentó ejercer funciones gubernativas en el territorio no controlado por las tropas napoleónicas. A partir de ahí, se acordó constituir unas Cortes extraordinarias, que acabarían siendo constituyentes, y cuyo objetivo era la reorganización política del país. En contraste con los anteriores cónclaves históricos con tres brazos diferentes, se constituyó en Cádiz un parlamento unicameral en 1810, con representantes no designados por estamentos, sino elegidos democráticamente. Tras debates muy vehementes, en una ciudad asediada por el enemigo, se aprobó nuestra primera Constitución el 19 de marzo de 1812, día de San José, razón por la que fue popularmente conocida como la Pepa.

			El texto constitucional respondía plenamente a la influencia del liberalismo más avanzado de la época. Estableció el sufragio universal masculino en la primera fase de la elección de compromisarios para nombrar diputados, aunque los elegibles debían contar con cierta capacidad económica. Articuló un sistema de división de poderes con marcados equilibrios institucionales: el poder ejecutivo correspondía al rey, que nombraba a los miembros del Gobierno; el poder legislativo era ejercido por el Parlamento, y el poder judicial era aplicado por los tribunales. Además, la Constitución de 1812 hizo especial hincapié en subrayar que las atribuciones del rey eran limitadas: la soberanía residía en la nación y las Cortes eran quienes la representaban. Era la primera muestra de afirmación de la soberanía nacional, en contraste con las ideas anteriores de lealtad al rey, aunque ambas concepciones acabaran chocando y generando fricciones en los textos constitucionales del siglo XIX, como indica José Álvarez Junco.

			En la Constitución de Cádiz se indicó literalmente en uno de los preceptos que «la nación española es libre e independiente y no es ni puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona». En palabras de Alán Barroso, se trataba de una apuesta por desprivatizar España y darle profundidad a un país que hasta entonces había sido de unos pocos. Se plasmaba así el indudable propósito de sepultar la sociedad estamental absolutista. Tomás y Valiente destaca que la delimitación constitucional del poder ejecutivo atribuido al monarca estaba muy inspirada en las ideas de Locke y Montesquieu. Además, el texto constitucional estableció la libertad de expresión, la libertad de imprenta, la libertad personal y la inviolabilidad del domicilio. También abolió la tortura y proclamó la igualdad ante la ley, con supresión de privilegios medievales, como la prueba de nobleza para acceder a funciones públicas.

			La Constitución de Cádiz estuvo vigente hasta la derrota de los franceses y el regreso del rey en 1814. Con el apoyo de las élites más conservadoras, Fernando VII se negó a jurar el texto constitucional, que fue derogado con contundencia, por lo que se produjo el retorno a la monarquía absoluta. Como apunta Antonio Torres del Moral, fue la primera ruptura en España de un régimen constitucional, «protagonizada nada menos que por un monarca que conservaba la corona —incluso dignificada y legitimada— precisamente gracias a los autores de dicho régimen».

			Unos años después se repitió en parte la historia, a partir de la experiencia del Trienio Liberal (1820-1823). Se inició con el pronunciamiento del teniente coronel Rafael del Riego para proclamar la Constitución de 1812, a quien respaldaron numerosas guarniciones militares. Fernando VII se vio obligado a jurar el texto constitucional de Cádiz. Y pronunció sus conocidas palabras en un solemne Manifiesto a los españoles: «Marchemos francamente, y yo el primero, por la senda constitucional». Se volvieron a celebrar elecciones a Cortes y se aplicaron buena parte de las estructuras constitucionales, en un contexto de agudas tensiones entre los sectores absolutistas y liberales.

			Los intentos de desarrollar el liberalismo democrático en el trienio fueron aplastados con aspereza. Resultó decisiva la aparatosa ayuda del rey de Francia a Fernando VII para que pudiera liquidar el sistema constitucional español, a través del envío de un potente ejército, conocido como los Cien Mil Hijos de San Luis, que invadió nuestro territorio. La Constitución de Cádiz volvió a quedar abolida. Y Rafael del Riego fue ejecutado en la horca. Se inició la llamada Década Ominosa, que duró hasta la muerte en 1833 de Fernando VII, y en la que se produjo una durísima represión, hubo numerosos ajusticiamientos y, además, se vieron forzados a marcharse de España miles de exiliados que recalaron en los más diversos países europeos. 

			El final de la etapa de Fernando VII dio la oportunidad al liberalismo democrático de relanzar su lucha contra el absolutismo. Los liberales defendieron que la Corona recayera en Isabel, la hija del anterior monarca, que entonces contaba con tres años de edad, y consiguieron imponerse al infante Carlos, pretendiente al trono y hermano de Fernando VII, que representaba la continuidad del absolutismo y contaba con numerosos partidarios. Este conflicto por la herencia dinástica fue el germen de las guerras carlistas. 

			Los liberales lograron tomar las riendas del país, respaldados desde sus propios intereses por la regente María Cristina de Borbón-Dos Sicilias, madre de la reina. Pronto se generaron desavenencias entre la regente y el liberalismo más democrático. Tras la aprobación inicial del Estatuto Real de 1834, como conjunto de reglas básicas de funcionamiento institucional que no reconocían la soberanía nacional, tuvo lugar el motín de La Granja, en el que los liberales restablecieron la vigencia de la Constitución de Cádiz, con la finalidad de aprobar un nuevo texto constitucional, lo cual tendría lugar en 1837. 

			El periodo isabelino, comprendido entre 1833 y 1868, estuvo dominado por dos grandes formaciones liberales, el Partido Moderado y el Partido Progresista, que a su vez se fueron dividiendo en multitud de facciones desordenadas, aunque algunas llegaron a alcanzar bastante notoriedad, como la Unión Liberal. Las particularidades de la Primera Guerra Carlista otorgaron un papel desmesurado en la vida política del liberalismo a los militares más destacados, muy alineados con cada uno de los bandos políticos. Los años de predominio progresista estuvieron vinculados al general Espartero, mientras que los tiempos de hegemonía de los moderados tuvieron como protagonista al general Narváez. A medio camino entre ambos, el general O’Donnell fundó la Unión Liberal, con la que desempeñó las máximas responsabilidades de gobierno, principalmente en la última década del periodo isabelino. 

			Las frecuentes pugnas entre estas facciones políticas, la hiperactividad del intervencionismo militar y la fragilidad de las instituciones democráticas dificultaron el arraigo del sistema liberal. Fueron continuos los golpes, algaradas, presiones y pronunciamientos militares, de uno y otro bando. A pesar de la celebración de elecciones, el funcionamiento de las instituciones democráticas en este periodo fue marcadamente irregular, a causa de las interrupciones anómalas de todo tipo causadas por los partidos liberales. Moderados, progresistas y unionistas derrocaron abruptamente Gobiernos, suspendieron derechos constitucionales y en algunas situaciones conflictivas persiguieron a sus rivales de las más variadas formas. 

			Asimismo, aunque los liberales dejaron atrás el absolutismo, tanto el texto constitucional de 1837 como el de 1845 representaron retrocesos democráticos en relación con la Constitución de Cádiz. Las dos constituciones del periodo isabelino descartaron el sufragio universal y prefirieron un sistema de voto censitario con bastantes restricciones de participación democrática. Solo podía votar una minoría muy reducida que no llegó a superar el 5 por ciento de la población. En palabras de Casals, a pesar de que en esta etapa la libertad de expresión fue mayor que durante el absolutismo, en el periodo isabelino la sociedad liberal fue elitista y excluyente. Además, ambas constituciones diluyeron el principio de soberanía nacional para otorgar más poder a la Corona en la función legislativa. Como indica Francisco Tomás y Valiente, la debilidad social de la burguesía progresista y la falta de apoyos populares explican esta insuficiencia de los avances constitucionales.

			En los últimos años de este periodo, la tendencia cada vez más conservadora de los Gobiernos del general Narváez, quien recibía el favor indisimulado de la reina Isabel II, provocó en los progresistas un descontento cada vez más amplio, al que se sumó la Unión Liberal después de la muerte de O’Donnell. Según apunta Antonio Torres del Moral, tras muchos años desplazadas del poder, las facciones críticas empezaron a concebir una ruptura total con el régimen. Así fraguaron los actos preparatorios que desembocaron en la llamada Revolución Gloriosa de 1868. Esta operación para derrocar a Isabel II parecía una insurrección más, como tantas otras intentonas fallidas desordenadas que habían fracasado anteriormente. Sin embargo, como aclara Francisco Tomás y Valiente, el éxito del alzamiento se explica por no haberse limitado en sus adhesiones a la alta burguesía, pues consiguió extenderse a amplias capas de la ciudadanía, con la participación de comerciantes, menestrales, profesionales liberales, artesanos y bastantes sectores del proletariado urbano. También debe añadirse en el plano ideológico la aparición de un republicanismo incipiente muy activo. La amplitud de esas lealtades revolucionarias debe atribuirse al malestar social causado por el empeoramiento de las condiciones económicas. 

			El almirante Topete y los generales Prim y Serrano efectuaron un pronunciamiento que sublevó a numerosos regimientos y a buena parte de la Armada. A la vez, en muchas ciudades se organizaron juntas revolucionarias que asumieron el poder. Tras las primeras victorias militares de los sublevados, la reina Isabel II abandonó el país. Se abría así el llamado Sexenio Democrático o Sexenio Revolucionario (1868-1874), en el que se nombró un Gobierno provisional, formado por los líderes de las principales agrupaciones que habían protagonizado el alzamiento. 

			Las elecciones a Cortes constituyentes dieron mayoría a los progresistas y a los unionistas, y, por primera vez, los republicanos consiguieron una representación importante. El nuevo Parlamento aprobó la Constitución de 1869, que regulaba un avance muy significativo en materia de separación de poderes, democratización de las instituciones y configuración sistemática de un catálogo de derechos, que incluía la libertad de culto. Se volvió a incorporar el sufragio universal masculino, ausente desde la Constitución de 1812. El texto constitucional apostaba por una monarquía parlamentaria, con una regulación muy detallada de las funciones de la Corona, cuyos poderes se veían limitados. De manera clara, se estableció que la soberanía nacional residía en el pueblo, representado por el Parlamento. 

			Como era previsible, surgieron dificultades para entronizar a un nuevo rey, ante la negativa generalizada a que la monarquía borbónica regresara. Tras diversas propuestas, a finales de 1870, se votó mayoritariamente en el Parlamento la propuesta progresista de que el monarca fuera Amadeo de Saboya, uno de los hijos del rey Víctor Manuel II de Italia. Quedaron en minoría las proposiciones contrarias, a favor de otros candidatos o de la instauración de una república. 

			El reinado de Amadeo de Saboya apenas duró dos años. Había muchos frentes abiertos que desestabilizaron el país y que cuestionaron al efímero monarca. Su principal valedor, y también ideólogo fundamental de la Revolución Gloriosa, el progresista general Prim, fue asesinado poco antes de la llegada a España de Amadeo I. Los monárquicos abanderados de la causa borbónica nunca dejaron de impugnar la legitimidad del nuevo rey. Los carlistas persistieron en sus conspiraciones y no tardarían en comenzar su tercera guerra. Además, los republicanos promovieron diversos actos insurreccionales. En su línea habitual, los liberales democráticos impulsores de la Revolución Gloriosa sufrieron notables fracturas internas. El propio rey no podía comprender las claves de muchos de los conflictos abiertos en el país. Una de las frases que más repetía era: Non capisco niente (‘No entiendo nada’).

			Finalmente, en febrero de 1873, se produjo la abdicación del rey. En su carta de despedida, aludió a «los españoles amantes de su patria, deseosos ya de poner término a las sangrientas y estériles luchas que hace tanto tiempo desgarran sus entrañas». Y también mostró su decepción: «Conozco que me engañó mi buen deseo. Dos años largos ha que ciño la corona de España, y la España vive en constante lucha, viendo cada día más lejana la era de paz y de ventura que tan ardientemente anhelo». Al día siguiente de la renuncia al trono, el Congreso y el Senado, constituidos en Asamblea Nacional, decidieron proclamar solemnemente la República por amplia mayoría. Y también acordaron la convocatoria de elecciones generales a Cortes constituyentes para regular la forma republicana del nuevo Estado.

			En esos comicios obtuvo la victoria el Partido Republicano Federal. Sin embargo, no hubo conformidad sobre cómo debía configurarse la República Federal y no fue posible consensuar una nueva Constitución. Los sectores republicanos más avanzados exigían una construcción de abajo arriba, a través de la implantación de cantones en cada territorio con mecanismos de democracia plena, que después habrían de federarse libremente. Según Alán Barroso, «las clases populares españolas vieron una oportunidad de oro para exigir más poder, democratizar el Estado y repartir la riqueza». Sin esperar a la aprobación de un nuevo texto constitucional, empezaron a proclamar unilateralmente los cantones y a reivindicar su soberanía, con el impulso de la burguesía revolucionaria y del obrerismo más concienciado.

			La rebelión cantonal se extendió por Valencia, Murcia, Andalucía y otros territorios. El Gobierno republicano optó por permitir la actuación del ejército para sofocar la proclamación de los ejecutivos cantonales. Y se produjeron durísimos enfrentamientos armados, con todo tipo de medidas gubernamentales de represión. Como explica Quintí Casals, el cantonalismo no fue en absoluto un movimiento marginal, pues llegó a tener el apoyo de 96 diputados, además de contar con bases sociales muy amplias en los respectivos territorios. En palabras de Casals, la persecución de los cantonalistas mermó de manera considerable las bases del republicanismo. Las dificultades para gestionar la situación acabaron provocando las caídas sucesivas en pocos meses de los presidentes republicanos Francisco Pi y Margall, Nicolás Salmerón y Emilio Castelar.

			En este contexto de inestabilidad continuada, Castelar perdió una cuestión de confianza parlamentaria en enero de 1874. Entonces, el general Pavía dio un golpe militar y facilitó que el poder fuera asumido por el general Serrano, al frente de un Gobierno de concentración del que fueron excluidos los republicanos federales. Era el final de esta etapa democrática, pues las Cortes quedaron disueltas y se suspendió la actividad parlamentaria. La brevísima Primera República tenía los días contados. Tras intensas gestiones por parte de Antonio Cánovas del Castillo para restaurar la monarquía borbónica, el general Martínez Campos efectuó un pronunciamiento para proclamar rey a Alfonso XII en diciembre de 1874, sin apenas resistencia. Como indica Quintí Casals, las contradicciones y divisiones de los republicanos propiciaron el resurgimiento monárquico.

			El caótico fracaso de la Primera República desmovilizó a los sectores democráticos más activos y permitió que los líderes conservadores que habían gestionado la Restauración y los dirigentes progresistas desengañados con la experiencia republicana anterior alumbrasen un nuevo sistema político. El sistema conocido como turno dinástico, ideado por Cánovas, implicó un reparto del poder entre dos partidos durante largo tiempo, a través de una manifiesta adulteración de los principios democráticos. De hecho, estas componendas partidistas duraron casi medio siglo: la Constitución de 1876 estuvo vigente hasta 1923. 

			La Constitución de la Restauración incurrió en retrocesos democráticos de cierta entidad. Se renunció de nuevo a atribuir la soberanía nacional al pueblo, al indicarse que se compartía con el rey. Tampoco se estableció el sufragio universal en el texto constitucional: se derivó la regulación a la ley, que fijó un sistema de democracia censitaria; posteriormente, en 1890, se aprobó de nuevo el sufragio universal masculino. Además, esa legislación estableció un sistema con elecciones libres, pero en realidad se practicó un amaño institucional muy elaborado.

			Como explica Carmelo Romero, el consenso central consistía en la renuncia al monopolio del poder y en la coincidencia estratégica para compartirlo. En esa convicción sobre la necesidad de un pacto continuado pesaba bastante la inestabilidad de las décadas anteriores, en el marco de intensas luchas de poder y de pronunciamientos militares por parte de sectores del Ejército muy alineados con las facciones partidistas.

			El nuevo sistema se basaba en una distribución equitativa del poder político por turnos entre el Partido Conservador y el Partido Liberal. El éxito de este reparto consensuado se aseguraba a través del fraude electoral masivo. La prueba más clara es que, durante el citado periodo, hubo veintiuna elecciones generales y siempre las ganó con claridad el partido del Gobierno que las convocaba. 

			La rotación se practicaba en función de la estabilidad interna. Cuando un partido en el poder sufría divisiones intestinas que dificultaban su mayoría parlamentaria, el rey encomendaba formar Gobierno al líder del partido contrario, y este convocaba las elecciones para ganarlas invariablemente. Así configuraba un Parlamento a su favor que antes había sido pactado entre los dos partidos, a través de complejas negociaciones, para asegurarse sus espacios de poder. Las intrigas de la Restauración excluían en un extremo a los carlistas y en el otro a los republicanos, pues por motivos distintos rechazaban este sistema político y todos sus arreglos partidistas.

			La herramienta clave en esos acuerdos poco edificantes era el llamado encasillado. Los dos partidos principales se repartían las demarcaciones electorales, mayoritariamente uninominales, con más representantes para el Gobierno que para la oposición. En cada casilla de un gran cuadrante, el ministro de Gobernación iba colocando el nombre del candidato pactado que debía ganar. Así se configuraba el encasillado, una mezcla de hoja de cálculo y rompecabezas de próceres con todas las demarcaciones de España. El resultado electoral se amarraba con los mecanismos fraudulentos más variados, coordinados por el ministro de Gobernación y materializados por los caciques locales, que constituyeron una figura esencial en las dinámicas clientelares del sistema de la Restauración.

			José Varela Ortega, uno de nuestros mejores conocedores de la España de esa época, ha documentado los mecanismos fraudulentos más habituales: compras de votos, control de las mesas electorales para manipular los resultados, suplantaciones de identidad a consecuencia de las cuales votaban incluso los muertos, manipulación del censo para incluir a los fieles o excluir a los rivales. Además, el cacique local utilizaba su influencia personal para hacer votar a la gente a través de las más diversas formas de persuasión. Para ello, estos prohombres debían controlar a las autoridades de sus municipios y, además, estar muy bien conectados con las élites gubernamentales para poder conceder a sus vecinos todo tipo de favores, a menudo ilegales o cuando menos éticamente reprobables. Como explica José Álvarez Junco, el cacique era un intermediario entre dos mundos: el caciquismo partía de un entramado dualista, en el que coexistían una sociedad abrumadoramente rural y una organización política centralizada de carácter urbano. 

			En palabras de José Valera Ortega, la maquinaria caciquil se nutría de ilegalidad, porque el cacique necesitaba de la parcialidad de las distintas Administraciones públicas para distribuir prebendas entre sus seguidores clientelares. Lo resumía con franqueza sintética el conde de Romanones, uno de los políticos más significados del turnismo dinástico: «Al amigo, el favor; al enemigo, la ley».

			De hecho, las estrategias del clientelismo se mantuvieron durante décadas en las zonas agrarias, bajo las influencias caciquiles, pero en las grandes ciudades empezaron a conseguir apoyos crecientes los republicanos y los socialistas. El turno pacífico ideado por Cánovas empezó a resquebrajarse, pero lo cierto es que duró bastante tiempo. Por otro lado, las dinámicas de la Restauración siguieron un desarrollo divergente en relación con los sistemas democráticos de nuestro entorno. Nos alejábamos cada vez más de nuestros vecinos europeos. Como indica Tomás y Valiente, las redes de poder que conectaban a las élites en Madrid con los caciques rurales tenían poco que ver con la Constitución, la ley electoral o los principios democráticos.

			Varela Ortega ha destacado que el sistema de la Restauración logró una gran estabilidad, pero a costa de sacrificar el funcionamiento democrático y de asentar prácticas administrativas estructurales irregulares. La crisis de 1898, el auge del republicanismo, la vertebración política de los nacionalismos catalán y vasco, la descomposición causada por el desgaste del turnismo tras varias décadas y la impopularidad creciente de Alfonso XIII acabaron hundiendo el régimen de la Restauración. La dictadura de Primo de Rivera, que comenzó en 1923, solo pudo detener durante unos años el ocaso de la monarquía, que llegó tras las elecciones municipales de abril de 1931, el abandono del país de Alfonso XIII y la proclamación de la Segunda República.

			Esta nueva etapa republicana fue el intento más relevante hasta entonces de establecer una democracia pluralista en España, como se puede constatar al leer la Constitución de la Segunda República. A instancias de la coalición de gobierno entre republicanos y socialistas, que obtuvieron una amplia mayoría en las elecciones a Cortes constituyentes, se aprobó un texto constitucional que volvía a proclamar la soberanía nacional, al especificar que todos los poderes del Estado emanan del pueblo. Y por fin el sufragio universal se extendió a las mujeres. 

			La Constitución de 1931 diseñó una extensa relación de derechos y libertades, y también reguló expresamente que las regiones podrían constituirse en régimen de autonomía. En contraste con la España de la Restauración, se logró reducir la corrupción electoral, con la fijación de circunscripciones provinciales y de otras medidas para favorecer la libertad de voto. La muestra más evidente de ello es que las elecciones generales de noviembre de 1933 fueron convocadas por la izquierda gobernante y ganadas por la derecha. Y los comicios de febrero de 1936 fueron convocados por los conservadores en el Gobierno y la victoria fue para el Frente Popular. 

			La Segunda República tuvo que convivir con graves dificultades, como los efectos económicos de la crisis mundial de 1929, las tensiones de una profunda conflictividad social, un entorno internacional en el que crecían los fascismos y las soluciones autoritarias, y la oposición de sectores religiosos, económicos, militares y monárquicos. Tras la victoria del Frente Popular en febrero de 1936, como señala Paul Preston, la espiral de violencia política fue creciendo hasta niveles desconocidos, lanzada especialmente desde la extrema derecha y contestada por elementos revolucionarios. Los conflictos se podrían haber encauzado en el marco del sistema constitucional y a través de los mecanismos de la propia democracia, de la mano de la autoridad moral de figuras políticas tan eminentes como Manuel Azaña. Sin embargo, el golpe militar de julio de 1936, apoyado por la Alemania nazi y el fascismo italiano, contra el Gobierno elegido democráticamente acabó iniciando una sangrienta guerra civil que abrió el camino a la larguísima dictadura del general Franco. 

			El franquismo eliminó de un plumazo todas las transformaciones liberales realizadas durante el siglo XIX y el primer tercio del siglo XX. Hizo retroceder a nuestro país al absolutismo católico de Fernando VII y lo privó de elecciones democráticas y de formaciones políticas, más allá del partido único. La atroz represión del régimen comportó gravísimas violaciones de los derechos humanos, con asesinatos, torturas, encarcelamientos por razones ideológicas y el exilio de cientos de miles de personas, el mayor éxodo político de la historia de España. Un dato significativo, como hemos indicado en obras anteriores, es que hasta el final de la dictadura estuvo funcionando un órgano judicial especial, el Tribunal de Orden Público (que había contado con precedentes anteriores en la posguerra), cuyo cometido era castigar el ejercicio de los derechos propios de cualquier sociedad democrática: la libertad ideológica, el derecho de manifestación, la libertad de expresión, la libertad de información, el derecho a participar en partidos políticos o la libertad sindical, entre otros.

			Tras la muerte del dictador en 1975, los dirigentes políticos del régimen anterior y la oposición antifranquista pactaron una Transición que llevaría a configurar un sistema democrático tras las elecciones generales de 1977 y la aprobación de la Constitución de 1978. Como analizaremos en los próximos capítulos, dicho sistema democrático cuenta con debilidades y fortalezas que han sido constatadas por entidades internacionales, y que pueden afectar al futuro de nuestra democracia. 

			
LA NECESARIA DEFENSA DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO


			A lo largo de la historia, todos los intentos de vertebración democrática se han tropezado con las más diversas dificultades. Cada época ha tenido que afrontar sus propios problemas. Pero hay un nexo común: los enemigos de la democracia siempre han sido contrarios al principio de igualdad. Las alternativas al sistema democrático invariablemente han consistido en formas de gobierno no igualitarias. Al mismo tiempo, de manera constante, la bandera de la democracia se enarboló a partir de la disconformidad con los sistemas políticos oligárquicos. En palabras de Kelsen, la democracia surgió como un problema frente a la autocracia monárquica y después pasó a ser un problema frente a la dictadura de partido, ya fuese de derechas o de izquierdas. 
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